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Resol. Serie “C” N° 71
Expte. Nº 19.367 - Año 2019 - Autos: “Navarro Marcelo Adolfo c/ Galeno A.R.T. S.A. y/o Resp. s/ Daños y Perjuicios – Cuestión de Competencia”.

Santiago del Estero, treinta de diciembre dos mil diecinueve.

Voto del Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse con Adhesión de los Dres. Ana Rosa Rodriguez, Gustavo Adolfo Herrera y Eduardo Federico Lopez Alzogaray. Orden de Votación Según Acordada del 23 de Septiembre de 2009.



Y Vistos:



Para resolver el conflicto negativo de competencia suscitado entre las titulares de los Juzgados en lo Civil y Comercial de 3era. Nominación y de Trabajo y Minas de 2da. Nominación, respectivamente.---------------



Y Considerando:



I) Que los presentes se originan por ante el Juzgado en lo Civil y Comercial de 2da. Nominación, con el objeto de reclamar la reparación integral del infortunio laboral que habría sufrido el actor.----------------------



Que, receptados los presentes en carácter de subrogante por la Sra Jueza en lo Civil y Comercial de 3ra. Nominación,  ésta se declara incompetente en razón de la materia -conforme surge de la invocación de fs. 63-, con fundamento en el art. 6 del CPLP, en atención al carácter improrrogable e indelegable de la competencia de los jueces y tribunales laborales en lo referente a la propia del fuero del trabajo para entender en acciones vinculadas a accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, con fundamento en el derecho civil; por cuanto la provincia de Santiago del Estero, no se habría adherido por acto expreso a la invitación formulada en la Ley 26.773 e invoca la jurisprudencia de la Excma. Cámara Laboral y Minas de 1ra. Nominación en los autos: “565793- García, Sara Raquel c/Unidad Ejecutora de Riesgo de Trabajo s/Indemnización de daños y perjuicios por accidente de trabajo”.------------------------------------



II) Recibidos los autos en el Juzgado de Trabajo y Minas de 2da. Nominación  (fs. 66), hace lo propio su titular y funda su incompetencia en razones de diverso orden. Expresa que se ha soslayado la facultad concedida al actor por la ley de fondo para optar por la deducción de la acción civil conforme a  lo normado por el art. 4º de la ley 26.773, entendiendo que debe respetarse el fuero por el que las partes han optado tramitar sus pretensiones. Manifiesta que es el juez civil el magistrado natural, atento a que no existe desconocimiento de la relacion laboral, ni del accidente ocurrido, por lo que los hechos sobre los que se asienta la reparación integral o de derecho común pretendida, no se encuentran comprometidos. Asimismo resalta la falta de intervención del Ministerio Público Fiscal y de habilitación de la vía recursiva a las partes, en resguardo del debido proceso.--



III) A fs. 71 y vta se pronuncia el Sr. Fiscal General de éste Cuerpo, aconsejando la continuación de la tramitación de la causa ante el magistrado con competencia civil, dejando los presentes en estado de ser resueltos por el Tribunal.------------------------------------------



IV) Abordando el análisis de la presente cuestión, es necesario expresar a modo preliminar que corresponde determinar si este Cuerpo es competente para resolver en el conflicto negativo de competencia suscitado.  ----------------------------------------------



Es menester resaltar, respecto a los órganos involucrados en la contienda negativa de competencia, la inexistencia de tribunal superior común a ambos. Tal circunstancia, tiene implicancia en torno a la interpretación que cabe efectuar de la situación planteada y expresar que al no haber una Cámara o Tribunal común al Juzgado del Trabajo y Minas y al Juzgado en lo Civil y Comercial; el carácter de órgano superior y común lo ostenta el Superior Tribunal de Justicia.-----------------



Asimismo, con arreglo al artículo 193 1.a) de la Constitución Provincial, es el Superior Tribunal de Justicia, quien debe intervenir para dirimir la presente cuestión. Por su parte, cabe advertir que el reparto de competencias de este Cuerpo está dispuesto en Salas según la materia, cada una de ellas en ejercicio de su independencia funcional, -artículo 188 del citado texto- y no parece avenirse a una razonada interpretación que en el caso la materia, resulte determinante para atribuir competencia a la Sala Civil o a la Sala Penal, Laboral y Minas; por su eventual identidad con la cuestión en estudio. Es que debe efectuarse una necesaria armonización con la norma del artículo 28 inciso 6º de la Ley Orgánica de Tribunales, en cuanto establece que el Superior Tribunal de Justicia debe actuar en pleno en toda actuación no atribuida expresamente a una de sus Salas. De manera que, al no existir norma expresa de competencia, corresponde el avocamiento del pleno, debiendo efectuarse la votación de todos sus miembros.------------------------



V) Determinada la competencia de este Tribunal, corresponde abordar el tratamiento de la contienda negativa suscitada.---------------------------------------



Para ello es menester atender a la circunstancia que en el libelo inicial (fs. 1/12 vta.), la pretensión tiende a la reparación por daños y perjuicios derivados del infortunio laboral que habría sufrido el actor en la empresa asegurada por la accionada. Que ésta, en oportunidad de contestar el traslado de la demanda, opone defensa de falta de legitimación pasiva, defensa de cosa juzgada, excepción de pago total y ofrece pruebas. A fs 55 se abre la causa a prueba y las mismas son producidas, planteándose algunas impugnaciones.-----------------------



Remitidas las actuaciones al Juzgado de 2da. Nominación en este estado, a fs. 63 su titular se inhibe del entendimiento de la causa, aduciendo las razones antes expuestas y remite la cuestión al fuero laboral, que tiene por competente. -----------------------------------------



Cabe expresar a propósito del conflicto generado, que a partir del pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Fallos: 327:3753 en el caso “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales SA s/ accidentes ley 9688” (2004), se ha reconocido la posibilidad de reclamar este tipo de pretensiones con fundamento en el derecho civil. En efecto, la CSJN declara inconstitucional el art. 39 inc. 1° de la Ley de Riesgos del Trabajo, que restringía la posibilidad de reclamar por vía civil al supuesto de dolo del empleador, permitiendo que la acción civil pueda fundarse tanto en la culpa del empleador como en la responsabilidad objetiva, es decir, abriendo el camino de la reparación integral por vía civil. ---------------------------------------------------



Por su parte, en  Fallos: 330:2696, en el caso "Llosco Raúl c/ Irmi SA" (2007), la Corte Suprema de Justicia de la Nación admitió el recurso extraordinario de un trabajador que, luego de sufrir un accidente laboral, y de cobrar una indemnización por parte de la ART, realizó una demanda a su empleador para cobrar una indemnización integral   por incapacidad permanente, con fundamento en el derecho civil y en el planteamiento de inconstitucionalidad del art. 39 inc 1° de la Ley de Riesgos del Trabajo, según la doctrina sentada por la Corte Suprema en el caso “Aquino”. Es decir, si en la causa “Aquino” la Corte había establecido la posibilidad de optar por un reclamo fundado en el derecho civil, sin que se requiriera el dolo del empleador, en “Llosco” queda consagrado el principio de la “doble vía”, la posibilidad de que el damnificado por infortunios laborales pueda acceder a una reparación inmediata, independientemente de la posibilidad de ampliar dicha reparación en caso de que ello sea integral.----------------------------------------



Con la entrada en vigencia de la ley 26.773 volvió a instalarse el sistema de opción excluyente entre la reparación especial de la Ley de Riesgos del Trabajo y la reparación basada en el derecho común. Dice la ley en su art. 4º: “[…] Los damnificados podrán optar de modo excluyente entre las indemnizaciones previstas en este régimen de reparación o las que les pudieran corresponder con fundamento en otros sistemas de responsabilidad. Los distintos sistemas de responsabilidad no serán acumulables. El principio de cobro de sumas de dinero o la iniciación de una acción judicial en uno u otro sistema implicará que se ha ejercido la opción con plenos efectos sobre el evento dañoso”.----------------------------------



Por lo tanto coexisten dos sistemas excluyentes entre sí y no acumulativos: Por un lado, el sistema tarifado de la Ley de Riesgos del Trabajo y sus modificatorias, en donde la ART responde hasta el límite de la cobertura, y por el otro, el de derecho común, en donde responden la ART y/o el empleador por la reparación integral de los daños causados por el infortunio laboral.- 



VI) Despejada la legitimidad del ejercicio de la opción por parte de la acción conferida por el  art. 4 de la Ley  Nº 26.773, la cuestión en estudio, impone la interpretación armónica de los ordenamientos procesales provinciales involucrados en el conflicto de competencia suscitado.------------------------------------------------



Como punto de partida, es razonable sostener que la competencia se determina, en principio, por los términos y pretensiones del escrito de demanda en tanto constituyan supuestos contemplados en los ordenamientos procesales respectivos-laboral o civil y comercial-, según corresponda.----------------------------------------------



Desde esta perspectiva, cabe también atender a lo dispuesto por el art. 3.a del CPL, en cuanto determina que la competencia de los jueces del trabajo recae  sobre “las controversias derivadas de las relaciones de trabajo”. Por su parte, el art. 5 del CPCC establece entre las reglas generales de la competencia civil que ésta “... se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda...”-------------------------------



Una primera interpretación nos conduciría a considerar que las pretensiones basadas en reclamos indemnizatorios por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales caerían en el ámbito de competencia de los jueces laborales, conforme lo reglado por el art. 3 del CPL. -----------------------------------------------------



Sin embargo, en el presente caso, de los argumentos de la demanda se desprende que el actor pretende la reparación integral de los daños y perjuicios ocasionados  por el hecho dañoso, comprensivos de los rubros incapacidad física;  por daño emergente que incluye gastos de tratamiento terapéuticos, pérdida de chance, daño moral y lesión psíquica. Asimismo sostiene  el actor que en el presente caso se configura el supuesto de responsabilidad objetiva por riesgo creado (Art. 1113 2da. Pte. 2do.párrafo del ex Código Civil) y responsabilidad contractual (art. 512 del CC) e incumplimiento contractual como derivación del hecho ilícito que constituye la omisión de incumplir con las normas de prevención de riesgo de trabajo contenidas en la Ley de Higiene y Seguridad y en la LRT; siendo a su criterio, responsable contractual y extra -contractual de los daños y perjuicios sufridos por su parte.------------------------------------



De este modo y contestes al principio de determinación de la competencia en función a los términos y pretensiones del escrito de demanda, no podemos sino concluir en que  el actor ha promovido una demanda por daños y perjuicios originados presuntamente en un hecho dañoso,  fundado en las normas sustanciales del derecho civil y, en modo alguno, en normas laborales; por lo cual corresponde declarar la competencia de la justicia civil.- 



Advertida la existencia en los presentes de una pretensión fundada en normas sustanciales de derecho civil y el ejercicio de la opción conferida por el art. 4 de la Ley 26.773, deben integrarse a las normas procesales antes citadas -laboral y civil-  lo dispuesto por el art. 53 de la LOT Nº 3.752 que atribuye competencia a los Jueces Civiles, Comerciales y Minas en todos los asuntos de materia Civil, Comercial y Minas de orden voluntario y contencioso. ---------------------------------------------



También debe tenerse presente que el Art. 4º de la Ley Nº 26.773 en su último párrafo establece expresamente: “En los supuestos de acciones judiciales iniciadas por la vía del derecho civil se aplicará la legislación de fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil”.-----------------------



Ello es más que suficiente para que en casos como el presente, quede demostrada fehacientemente la competencia del Juzgado Civil y no del Laboral. (Cfr. STJ San Luis-S.J. – S.I. Nº 557 /13. “Barroso, José Demetrio c/ Cactus Argentina SA s/ Daños y perjuicios- civil- contienda de competencia 13/11/13”. Expte. N° 12-B-13 - IURIX N° 246971/12. En igual sentido STJ San Luis- S.J. - S.I. Nº 493 /13.-”Gomez, Ruben Cristian c/ El Recuerdo SA s/ Daños y perjuicios- civil-contienda de competencia” 15/11/13 Expte. N° 13-G-2013, IURIX Nº 245312/12.-).------



VII) No empece a tal conclusión la circunstancia de que la Provincia de Santiago del Estero no haya aun aceptado expresamente la invitación que le realiza el Art. 17, 2º párrafo, de la nueva Ley Nº 26.773. Por lo que, se mantiene incólume el principio invocado ab initio: la competencia, en este caso, de los Jueces se determina teniendo en cuenta las pretensiones formuladas en la demanda, en tanto constituyan supuestos contemplados en los ordenamientos procesales respectivos-laboral o civil y comercial-, según corresponda.----------------------------

Por lo expuesto, oído que fuere el Sr. Fiscal General, el Tribunal, Resuelve: I) Declarar la competencia de este Excmo. Superior Tribunal de Justicia para entender en el conflicto planteado en autos. II) Hacer lugar a la oposición formulada por el Juzgado de Trabajo y Minas de 2da. Nominación y en su mérito declarar la competencia del Juzgado en lo Civil y Comercial de 2da. Nominación en los presentes autos. En consecuencia, bajen las presentes actuaciones a dicho Juzgado, a efectos de que continúe la causa según su estado. Fdo: Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ana Rosa Rodriguez – Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Voto del Dr. Eduardo José Ramón Llugdar.



Y Vistos: 



Para dirimir la cuestión de competencia entablada en los autos del epígrafe.----------------------



Y Considerando:



I) Que a fs. 63 y 66 obran sendas resoluciones por las cuales los magistrados del fuero civil y comercial y laboral, respectivamente, por medio de las cuales declaran su incompetencia para entender en la presente causa.----------------------------------------------------

En efecto, la Dra. María Cecilia Paskevicius, titular del juzgado de primera instancia en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación, en su carácter de juez subrogante del Juzgado en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación, considera que debe apartarse del entendimiento de este expediente, por dos razones puntuales: por la naturaleza de la acción entablada y por lo dispuesto por el art. 6 del Código de Procedimientos Laboral provincial. Justifica su postura en que la competencia es improrrogable e indelegable, y que respecto a la competencia del fuero del trabajo para entender en acciones entabldas en relación a accidentes del trabajo o enfermedades profesionales con fundamento en el derecho civil, como ocurre en los autos del epígrafe, la provincia no se ha adherido por acto expreso a la invitación formulada en la Ley 26.773.-------------------------------



Por otra parte, la titular del Juzgado del Trabajo y Minas de Segunda Nominación, Dra. Juliana de Jesús Enriquez, justifica su incompetencia, criticando la declaración de incompetencia de su par, bajo la objeción de que no respalda su postura con el pertinente dictamen del Ministerio Público, ni ha notificado a las partes del proceso, sin posibilitar que las mismas -en caso de que lo consideren pertinente- planteen los recursos correspondientes. Por otra parte, destaca que no se contempló al actor la facultad de optar por la deducción de la acción civil, conforme lo normado por el art. 4 de la ley precedentemente mencionada. Para finalizar, solicita la elevación a este Alto Cuerpo, a los fines de que se determine el juzgado por ante el cual deberá tramitar la causa, teniendo en cuenta el derecho invocado por la actora y la normativa en que funda su reclamo. En base a los parámetros mencionados, manifiesta que se inclina por la competencia del juez en lo civil. ---------



II) Que a fs. 71/71 vta., el Sr. Fiscal General produce el dictamen de rigor. Concluye que debe rechazarse la inhibitoria expresada por la Sra. Juez en lo Civil y Comercial a fs. 63. Ello es así, puesto que justifica su conclusión basándose en la naturaleza de las pretensiones contenidas en la demanda por accidente de trabajo, en el caso son cobro por daños y perjuicios; y en la opción de la vía civil efectuada por el actor, atento al escrito de demanda, y conforme la habilitación estipulada por la Ley 26773, debe continuar tramitándose ante ese fuero. -------



III) Que consentida la integración de esta Sala, corresponde abordar la cuestión negativa de competencia planteada, compartiendo las consideraciones del Sr. Fiscal, sin perjuicio de efectuar las siguientes. --------



IV) En efecto, teniendo en cuenta que la competencia es la aptitud otorgada a los jueces por la ley para conocer en las causas de determinada materia, grado valor, territorio, personas o turno (Soria Stella Mónica c/ Ick Néstor Carlos y/u otros s/ Nulidad Autónoma de Actos jurisdiccionales, etc.-cuestión de competencia” (Sent. 11/12/2007); como así también que para determinar la competencia en determinado proceso, rige el principio de la naturaleza de la pretensión (Sarquiz Hnos. S.R.L s/ Accion Autónoma de Nulidad de Sentencia p/ Violación del Debido Proceso, Etc, Dictada En Autos: "ZERDA L. c/ Sarquiz Hnos. S.R.L y/o Resp. S/ Sueldos (Sent. del 07/09/2005).----------------------------------------------



Pero tal principio no es absoluto, puesto que cede ante las previsiones legales aplicables al caso traído a estudio, toda vez que por ley nacional, se otorgó la potestad de elección de la vía procesal al actor, quien se halla habilitado por los arts. 4 de la Ley 26773. Dicha norma, fue promulgada con el objeto de establecer un nuevo régimen de ordenamiento de la reparación de los daños derivados de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, con miras a mejorar dicho sistema de reparación en favor del trabajador.-----------------------



Y allí radica la relevancia de lo dicho a efectos de dirimir el conflicto de competencia suscitado en autos. En efecto, por aplicación de la doctrina sentada por la CSJN en el caso “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/accidentes ley 9688” (Sent. 21/09/2004), debe tenerse en cuenta el valor de la vida humana, como así también el principio de la dignidad del trabajador, recordando su criterio en cuanto se ventila un caso de infortunio laboral, la reparación debe comprender también el “daño moral”. Es más: profundiza sus conceptos en cuanto considera que “la incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable”.--------------------------------------------



V) Que trasladando lo expuesto a las constancias de autos, se advierte que en el presente proceso, a fs. 1/12, la actora entabló demanda contra la aseguradora de riesgos del trabajo, en virtud del vínculo contractual de afiliación que la ligaba con la empleadora de aquél. El monto demandado es de Pesos Un Millón Ciento Sesenta y Cuatro Mil ($1.164.000) con más intereses. Todo ello en concepto de daños y perjuicios, conforme se infiere del texto de la demanda, revelándose así, su pretensión de obtener la reparación integral por los daños originados por el accidente de índole laboral sufrido, que le provocan incapacidad sobreviniente parcial y permanente. Reclama -entre otros rubros- daño emergente, daño moral, pérdida de chance, a raíz del accidente in itinere sufrido, mientras cumplía sus labores en su puesto de trabajo.--------------------------------------------------



VI) De las circunstancias apuntadas surge que el actor se encuentra perfectamente habilitado por la Ley de Riesgos del Trabajo vigente a elegir ante quien interponer la demanda civil, a efectos de asegurar su crédito integral. Ello es así, en tanto que “en materia de pretensiones indemnizatorias por los daños y perjuicios causados, deducidas en sede civil rige el principio de la reparación integral, el que no constituye una mera formulación de palabras vacía de contenido. Es necesario para hacerlo realidad, un equivalente indemnizatorio ajustado al daño producido en el damnificado directo o indirecto. Asimismo se ha dicho: “Rige en nuestro sistema el principio de reparación plena o integral del daño injustamente causado. No corresponde apartarse del mismo, salvo previsión normativa en contrario que en todos los casos deberá superar el test de constitucionalidad en su aplicación en el caso en concreto” (XXI Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Lomas de Zamora, 2007). Que dicho principio se encuentra garantizado constitucionalmente en virtud de los arts 19 (alterum non laedere) y art 75 inc. 22 que a su turno acuerda jerarquía constitucional a la Convención Americana de Derechos Humanos, que reconoce la necesidad de propender a garantizar la protección integral de las personas en su art. 5 inc. 1º, que dispone: “Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral”, conforme criterio sentado en autos “Expte. 17731 - Ferreyra Teresita de los Ángeles y otra c/ Mijovi y/u otros s/ Daños y Perjuicios – Casación Civil” (Sent. 14/08/2014).----------------------------------------------



Ello es así, porque la integridad física, psíquica y moral del trabajador deben ser resguardados, conforme al principio antes señalado. Por lo tanto, todo daño -incluso el de índole extrapatrimonial- debe ser indemnizado, en virtud de la dignidad que se le reconoce como persona, conforme los Pactos y convenciones internacionales a cuyo cumplimiento la Nación Argentina se halla obligada a cumplir, so pena de responsabilidad internacional.--------------------------------------------



VII) Por lógica consecuencia de lo expresado en los acápites anteriores,  corresponde ordenar que la causa continúe tramitándose en el juzgado civil y comercial, y se declare inviable la inhibitoria por incompetencia de la titular de dicho juzgado y subrogante del Juzgado Civil y Comercial de Segunda Nominación, Dra. María Cecilia Paskevicius. ---------------------------------------------



Por lo expuesto, y oído que fuere el Sr. Fiscal General, Se Resuelve: I) DESESTIMAR LA INHIBITORIA por incompetencia de la Titular del Juzgado en lo Civil y Comercial de 2º Nominación. 2) ORDENAR la remisión del expediente de marras a dicho juzgado, a efectos que se continúe con su tramitación. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, treinta de diciembre año dos mil diecinueve. 




En mérito al resultado de la votación que antecede, el Tribunal en Pleno del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Declarar la competencia de este Excmo. Superior Tribunal de Justicia para entender en el conflicto planteado en autos. II) Hacer lugar a la oposición formulada por el Juzgado de Trabajo y Minas de 2da. Nominación y en su mérito declarar la competencia del Juzgado en lo Civil y Comercial de 2da. Nominación en los presentes autos. En consecuencia, bajen las presentes actuaciones a dicho Juzgado, a efectos de que continúe la causa según su estado. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ana Rosa Rodriguez – Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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